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I. INTRODUCCIÓN*

El estudio de la llamada globalización y sus posibles efectos sobre diversas
áreas de la vida social se ha convertido en un tema dominante de las cien-

cias sociales en la actualidad. Desde que este concepto empezó a emplearse
y a examinarse con mayor intensidad (allá por inicios de la década de los no-
venta) hasta la fecha, se ha producido gran cantidad de estudios dedicados a
explorar cómo es que la globalización influye sobre los procesos económicos,
culturales, militares y sociales en general.

La ciencia jurídica tampoco ha escapado a esta tendencia. Se puede
identificar en la literatura algunos estudios que abordan el tema de la glo-
balización y el derecho, tanto desde una perspectiva general,1 como desde
otra más particular, enfocada a examinar, por ejemplo, la relación entre glo-
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* El presente ensayo ha sido escrito como parte mi trabajo de tesis doctoral, inscrito en el
programa de Doctorado en Derecho del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.
Una primera versión de este trabajo se presentó como ponencia (titulada: “El concepto de
«gobernanza global» y los retos actuales del Derecho Público”), en el Tercer Congreso Interna-
cional de Derecho Administrativo, Monterrey, Nuevo León, 23-25 de abril de 2009.

1 Por ejemplo, Twining, William, Derecho y globalización, Colombia, Siglo del Hombre Edi-
tores, 2003; Grossfeld, Bernhard y Hoeltzenbein, Josef, “Globalization and the limits of lan-
guages: comparative legal semiotics, Rechtstheorie, 35 Band, heft 1, 2004.
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balización y derecho constitucional.2 La pertinencia de este tipo de estudio
se puede justificar si se asume que cada vez más áreas de las relaciones
sociales están sujetas a influencias, presiones y flujos que provienen de los
procesos que se suelen incluir dentro del término de glo- balización. Así,
resulta lógico que se explore y examine si esta última tiene algún impacto
en el mundo del derecho.

Ahora bien, una de las vertientes por las que se puede analizar el impac-
to de la llamada globalización sobre el ámbito jurídico, es la que se desa-
rrolla a partir del estudio del concepto de gobernanza y, más específica-
mente, del concepto gobernanza global. Como se verá más adelante, dicho
concepto alude a una serie de transformaciones vinculadas a la globaliza-
ción, que han afectado el entorno y las capacidades de los Estados nacio-
nales. A su vez, lo anterior ha ha abierto debates sobre el papel del dere-
cho en lo que algunos califican como un “contexto post-nacional”.3

En este ensayo abordaremos, en primer lugar, la discusión sobre el signi-
ficado del concepto gobernanza global. Posteriormente, identificaremos a
los actores involucrados en ella, y reflexionaremos acerca del impacto que
su actividad tiene en el ámbito jurídico.

II. LA GOBERNANZA GLOBAL

La discusión sobre la llamada “gobernanza global” corre por una ruta
distinta al debate que se ha dado sobre la gobernanza en su dimensión in-
terna o doméstica, si bien existen importantes puntos de contacto entre
ambas perspectivas.4 Una aportación relevante que se ha hecho en el exa-
men del primer concepto se puede encontrar en el trabajo de Keohane y

24

J
O

S
É

M
A

.
S

E
R

N
A

D
E

L
A

G
A

R
Z

A

2 Por ejemplo, Choudhry, Sujit, “Globalization in Search of Justification: Toward a Theory
of Comparative Constitutional Interpretation”, Indiana Law Review, Vol. 74, 1999; McCor-
quodale, Robert y Fairbrother, Richard, “Globalization and Human Rights, Human Rights Quar-
terly, vol. 21, No. 3, Agosto, 1999; Anderson, Gavin, Constitutional rights after globalization,
Hart Publishing, Oxford, 2005.

3 Douglas Chalmers desarrolla este concepto en su artículo “Post-nationalism and the
Quest for Constitutional Substitutes”, Journal of Law and Society, vol. 27, no. 1, Marzo,
2001, pp. 178-217.

4 No examinamos en el presente ensayo el concepto de gobernanza en su dimensión inter-
na. Simplemente mencionaremos que dicho concepto alude ya sea a una nueva forma de con-
cebir la conducción de los asuntos colectivos de una sociedad “más allá del Estado”, es decir,
con la corresponsabilidad de actores no-estatales; o bien se asocia a la noción de “good gover-
nance”, ligada a las recomendaciones del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional,
dirigidas a los Estados para lograr la estabilidad económica y el cambio estructural (entre las
cuales se encuentran dos que han abierto debates importantes y de relevancia para el derecho
público, como lo son las privatizaciones y la llamada “nueva” regulación).



Nye. Estos autores parten de la siguiente concepción general de gobernan-
za, entendida como

...el proceso y las instituciones, tanto formales como informales, que guían y li-
mitan las actividades colectivas de un grupo. El gobierno es el subconjunto que
actúa con autoridad y crea obligaciones formales. Gobernanza no necesaria-
mente tiene que ser conducida por los gobiernos y por organizaciones interna-
cionales a las que les delegan autoridad. Empresas privadas, asociaciones de
empresas, organizaciones no-gubernamentales (ONGs), y asociaciones de
ONGs participan en ella, de manera frecuente en asociación con órganos guber-
namentales, para crear gobernanza; a veces sin autoridad gubernamental.5

En su intento por explicar la noción de gobernanza (global), Keohane y
Nye observan que la globalización está teniendo un efecto sobre los Esta-
dos, y en especial sobre los mecanismos tradicionales (inter-gubernamen-
tales) que guían y limitan la acción colectiva de la comunidad internacional
de Estados (es decir, sobre los mecanismos tradicionales de gobernanza a
nivel internacional). Sin embargo —afirman— el efecto sobre los Estados
no significa que éstos se hagan obsoletos sino que el Estado nación está
siendo complementado con otros actores —privados y del “tercer sector”
(por esto entiende, fundamentalmente, a las organizaciones no-guberna-
mentales)—, en una geografía más compleja. Así, para ellos el Estado na-
ción es aún el actor más importante en el escenario de la política global,
pero no es el único actor importante, y el resultado de ello es la transfor-
mación del propio Estado nación y la creación de política en nuevos espa-
cios de competencia.6

Por otro lado, y ante la imposibilidad de un gobierno mundial, Keohane y
Nye ven una solución intermedia para resolver problemas de gobernanza
global: un conjunto de prácticas que mejoren la cooperación y creen válvu-
las de seguridad para canalizar presiones políticas y sociales, consistente
con el mantenimiento de los Estados nación como la forma fundamental
de organización política. No obstante, al lado de éstos existen hoy un con-
junto heterogéneo de agentes, privados y públicos, que contribuyen a la
generación de orden y a la conducción de asuntos a nivel global, cuya efi-
cacia depende de las redes en que se encuentran inmersos y la posición
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5 Keohane, Robert y Nye, Joseph, “Introduction” en Nye, Joseph y Donahue, John
(co-eds.), Governance in a Globalizing World, Cambridge USA, 2000, p. 12.

6 Se refieren a estas estructuras de gobernanza como “networked minimalism”. “Networ-
ked-because globalism is best characterized as networked, rather than as a set of hierarchies.
Minimal— because governance at the global level will only be acceptable if it does not super-
sede national governance and if its intrusions into the autonomy of states and communities
are clearly justified in terms of cooperative results.” Ibidem, pp. 12-14.



que ocupen dentro de dichas redes. Asimismo, se trata de redes de gober-
nanza en las que ninguna jerarquía es dable a ser aceptable o efectiva.7

Podemos afirmar entonces que la llamada gobernanza global involucra
complejas interacciones entre Estados, organizaciones intergubernamenta-
les, y actores no-estatales de diversa índole (como empresas transnaciona-
les y ONGs internacionales). A continuación haremos algunas referencias a
algunos de estos actores.

III. ORGANIZACIONES INTERGUBERNAMENTALES

Si en algo están de acuerdo la mayoría de los autores inmersos en el de-
bate sobre globalización y gobernanza global, es en la creciente importan-
cia que tienen las organizaciones intergubernamentales en la política glo-
bal. El fenómeno ha sido apuntado por lo menos desde la década de los
setenta, a través de contribuciones como la de Luard, quien en 1977 ob-
servaba el gran crecimiento de lo que él denomina el “gobierno internacio-
nal”; un gobierno que, a pesar de la aparente diferencia básica con el go-
bierno doméstico (basado en la posibilidad del ejercicio de la coacción
física por parte del Estado), en realidad tiene mucho en común con este úl-
timo, desde la siguiente perspectiva: según Luard, los gobiernos naciona-
les generalmente cooperan en y a través de las organizaciones internacio-
nales precisamente por las mismas razones que la gente obedece en el
marco de los Estados nacionales. Y la gente obedece el derecho dentro del
Estado —dice Luard— porque está consciente de que es la forma de tener
una vida social ordenada; la cooperación se da porque los individuos están
condicionados a actuar conforme a los patrones ampliamente aceptados
en su comunidad.8 Para Luard, lo mismo ocurre con la obediencia de los
Estados hacia el derecho internacional, en general.
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7 Ibidem, p. 14.
8 “National governments for the most part co-operate with international organizations for

precisely similar reasons. They too usually pay their dues, because they recognize that the
system could not work at all otherwise. They too usually remain members of international bo-
dies because they do not wish to forgo some of the benefits of the association. They too nor-
mally co-operate in the programmes decided on, because governments also are to some ex-
tent conditioned by the international system to act as others expect them to act. The desire
for good name, to play the role demanded, to conform is today almost as powerful a motive
among states in international society as among individuals in national states.” Luard, Evan,
International Agencies: The Emerging Framework of Interdependence, MacMillan, The Royal
Institute of International Affairs, Gran Bretaña, 1977, p. 1.



Es decir, ante el surgimiento de problemas de carácter internacional,9

que los Estados no pueden resolver de manera aislada, por sí solos, éstos
han entrado en asociaciones cooperativas con otros Estados, creando ins-
tituciones y normas que sirvan para resolver dichos problemas, y que es-
tán dispuestos a acatar. Se trata, además, de una tendencia que viene
desde el siglo XIX, como lo ilustran el manejo de los servicios postales y
telégrafos, a través de “uniones internacionales”. Sin embargo, en particu-
lar después de la Segunda Guerra Mundial han surgido gran cantidad de
instituciones internacionales, agencias, consejos y otras organizaciones
cuya tarea es dar soluciones a los problemas a nivel mundial, lo cual ha
ocasionado una importante transformación de la política internacional. Ésta
—dice Luard— es la revolución silenciosa de nuestra generación.10

Luard describe a esta situación como la sobreimposición de un nuevo
estrato o nivel (layer) de gobierno sobre los que tradicionalmente han de-
sempeñado las administraciones nacionales, y que además tiene sus pro-
pios problemas: sobre la mejor manera de organizar ese amplio espectro de
tareas, las dificultades de coordinar las muchas y totalmente independien-
tes agencias involucradas, las técnicas que esas agencias han tenido que
desarrollar para asegurar la cooperación de los gobiernos nacionales y al-
gunos de los problemas políticos que han surgido dentro de algunas de
esas agencias internacionales, sobre todo entre países ricos y pobres.11

Ahora bien, cabe señalar que cuando se examina a estos organismos in-
ternacionales, el tema central de discusión desde la perspectiva jurídica es
el de los efectos de la producción normativa de estos organismos en rela-
ción con los Estados y con los propios individuos. Ya que como sabemos,
en algunos casos, incluso existen organizaciones internacionales guberna-
mentales con el poder para producir decisiones vinculantes de diverso tipo.

El ejemplo típico sería la ONU y, en particular, el Consejo de Seguridad.
Por un lado, en el artículo 2o., párrafo 2, de la Carta de las Naciones Uni-
das, los Estados que la suscriben se obligan a “cumplir de buena fe las
obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta.” En este
caso, la obligatoriedad deriva del principio pacta sunt servanda, consagra-
do en el artículo 26 del Convenio de Viena sobre el derecho de los trata-
dos, que a la letra dice: “Artículo 26. Todo tratado en vigor obliga a las
Partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe”.
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9 Problemas relativos a materias como energía, alimentación, explosión demográfica, me-
dio ambiente, terrorismo, uso de recursos del lecho marítimo profundo, regulación de multina-
cionales, telecomunicaciones, etcétera.

10 Ibidem, p. vii.
11 Ibidem, p. viii.



Además, recordemos que el artículo 27 del propio Convenio de Viena
añade que “Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho in-
terno como justificación del incumplimiento de un tratado”. Con ello se
puede apreciar la pretensión del derecho internacional de prevalecer por
encima del derecho nacional en caso de conflicto de normas.

Por su parte, el capítulo VII de la Carta de la ONU, relativo a la “Acción
en caso de Amenazas a la Paz, Quebrantamientos de la Paz o Actos de
Agresión”, establece las reglas relativas a las sanciones que el Consejo de
Seguridad puede establecer en dichas hipótesis.12

Este ejemplo es relevante en la coyuntura actual puesto que, como se
sabe, el Consejo de Seguridad de la ONU ha expedido una serie de resolu-
ciones que generan obligaciones para todos los miembros de dicha organi-
zación, en aspectos que tienen que ver con el control de flujos financieros
para combatir al terrorismo internacional. Como afirma Manuel Becerra, es-
tas resoluciones han convertido al Consejo de Seguridad en un órgano de
facto de carácter legislativo, que produce normas que tienen un objeto
bastante amplio y vago, y que como explica, han sido ya acatadas por el
gobierno mexicano.13
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12 Artículos 39-41 de la Carta de la ONU: “Artículo 39. El Consejo de Seguridad determinará
la existencia de toda amenaza a la paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión y hará re-
comendaciones o decidirá que medidas serán tomadas de conformidad con los Artículos 41 y
42 para mantener o restablecer 1a paz y la seguridad internacionales.” “Artículo 40 A fin de
evitar que la situación se agrave, el Consejo de Seguridad, antes de hacer las recomendacio-
nes o decidir las medidas de que trata el Artículo 39, podrá instar a las partes interesadas a
que cumplan con las medidas provisionales que juzgue necesarias o aconsejables. Dichas me-
didas provisionales no perjudicarán los derechos, las reclamaciones o la posición de las partes
interesadas. El Consejo de Seguridad tomará debida nota del incumplimiento de dichas medi-
das provisionales.” “Artículo 41 El Consejo de Seguridad podrá decidir qué medidas que no
impliquen el uso de la fuerza armada han de emplearse para hacer efectivas sus decisiones, y
podrá instar a los Miembros de las Naciones Unidas a que apliquen dichas medidas, que po-
drán comprender la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comuni-
caciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, y otros me-
dios de comunicación, así como la ruptura de relaciones diplomáticas”.

13 Se trata en particular de la Resolución 1373 (2001), la Resolución 1526/2004 y la Reso-
lución 1617 (2005) del Consejo de Seguridad de la ONU. Como explica Becerra, el cumpli-
miento de dichas resoluciones por parte del gobierno mexicano se ha hecho a través de Reso-
luciones expedidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (Resolución por la que se
expiden las disposiciones de carácter general a que se refieren los artículos 115 de la Ley de
Instituciones de Crédito y 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular de 11 de mayo de 2004,
y la Resolución por la que se expiden las disposiciones de carácter general a que se refieren los
artículos 108 bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro y 91 de la Ley de Socieda-
des de Inversión), ambas publicadas en el DOF del 14 de mayo de 2004. Becerra Ramírez, Ma-
nuel, La Recepción del Derecho Internacional en el Derecho Interno, UNAM, México, 2006, p.
142.



Otro ejemplo importante es el de la Organización Mundial de Comercio
(OMC), organismo intergubernamental internacional, establecido el 1o. de
enero de 1995, cuyo objetivo fue el remplazar el Acuerdo General sobre
Aranceles Aduaneros (GATT) y organizar las normas relativas al comercio
internacional. Entre sus funciones principales están las de administrar los
acuerdos comerciales de la OMC; servir de foro para negociaciones comer-
ciales; ayudar a que el comercio se desenvuelva sin obstáculos, conforme
a un sistema reglamentado; resolver las controversias comerciales entre
los gobiernos; organizar negociaciones comerciales; reducir el proteccionis-
mo y las barreras arancelarias; supervisar las políticas comerciales nacio-
nales; y dar asistencia técnica y cursos de formación para los países en
desarrollo.

Ahora bien, el Acuerdo de creación de la OMC (Acuerdo de Marrakesh)
y sus tres anexos son vinculantes respecto de todos los Estados miembro,
como se desprende de los párrafos 2 y 3 del artículo II de dicho Acuerdo:

2. Los acuerdos y los instrumentos jurídicos conexos incluidos en los Anexos 1,
2 y 3 (denominados en adelante “Acuerdos Comerciales Multilaterales”) forman
parte integrante del presente Acuerdo y son vinculantes para todos sus Miem-
bros.

3. Los acuerdos y los instrumentos jurídicos conexos incluidos en el Anexo 4
(denominados en adelante “Acuerdos Comerciales Plurilaterales”) también for-
man parte del presente Acuerdo para los Miembros que los hayan aceptado, y
son vinculantes para éstos. Los Acuerdos Comerciales Plurilaterales no crean
obligaciones ni derechos para los Miembros que no los hayan aceptado.

Asimismo, entre las obligaciones contraídas por los Estados miembro de
la OMC está la de ajustar su derecho interno a la normativa derivada del
Acuerdo de Marrakesh y sus anexos.14

Ahora bien, el impacto que estas normas tienen sobre los Estados es
enorme, si se toman en cuenta al menos tres circunstancias. En primer lu-
gar, los instrumentos de la OMC inciden sobre un gran número de materias
reguladas por los órganos legislativos nacionales, que de alguna manera
están vinculadas al comercio. Estas materias van desde los impuestos, in-
centivos fiscales, aranceles y subsidios, hasta normas oficiales, medio am-
biente, medidas sanitarias, seguridad y propiedad intelectual, entre mu-
chas otras. Esto significa que hay numerosos puntos de contacto entre las
reglas de la OMC y el derecho nacional, en los cuales coinciden ambos, y
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14 Art. XVI-4 del Acuerdo de Marrakesh que: “4. Cada Miembro se asegurará de la confor-
midad de sus leyes, reglamentos y procedimientos administrativos con las obligaciones que le
impongan los Acuerdos anexos.”



en los que el derecho interno ha de ajustarse a los estándares del referido
organismo intergubernamental.15

En segundo lugar, debe tomarse en cuenta el valor de las actividades eco-
nómicas comprendidas dentro del Acuerdo de la OMC: los intereses
económicos implicados ha llevado a que el sistema otorgue una gran rele-
vancia a la resolución de disputas entre los miembros de la OMC; disputas
derivadas de la percepción de los Estados de una falta de ajuste entre las
normas de la OMC y las normas nacionales sobre comercio y las relaciona-
das con el comercio (“trade-related norms”).16

En tercer lugar, el mecanismo de resolución de controversias tiene un al-
cance sin precedentes en el derecho internacional. En palabras de Bhuiyan,
se trata de un sistema “obligatorio”, “exclusivo” y “automático”. Es “obli-
gatorio” puesto que todos los Estados miembro están sujetos a la jurisdic-
ción de los distintos órganos del sistema de resolución de controversias de
la OMC, y cualquier miembro puede activarlo de manera unilateral contra
otro miembro. Es “exclusivo” en relación a disputas que entren en el ámbi-
to de los acuerdos de la OMC, excluye cualquier otro procedimiento o sis-
tema de resolución de controversias.17 Finalmente, es “automático”, pues
una vez que el sistema de resolución de diferencias ha sido puesto en mo-
vimiento por la presentación de una demanda, las diversas etapas procesa-
les previstas por el sistema se van sucediendo “automáticamente” de
acuerdo a un estricto marco temporal previsto en el “Entendimiento”. De
esta suerte, el Estado demandado no puede bloquear ni retrazar los proce-
dimientos en ninguna etapa.18

Asimismo, debemos mencionar que el sistema de solución de diferencias
cuenta con una poderosa herramienta para forzar a los miembros de la
OMC a ajustarse al cumplimiento de las reglas de dicha organización: si al
cabo de todo el procedimiento (que en caso de apelación dura no más de
un año y tres meses), el grupo de especial respectivo (panel) determina
que el país denunciante tiene la razón, y si el país infractor no cumple con
las conclusiones del panel, entonces el país denunciante podrá imponer re-
presalias comerciales al país demandado, tales como el retiro de concesio-
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15 Bhuiyan, Sharif, National Law in WTO Law, Cambridge University Press, 2007, p. 6.
16 Ibid., pp. 6-7.
17 En este sentido se expresa el artículo 23.1 del “Entendimiento relativo a las normas y pro-

cedimientos por los que se rige la solución de diferencias” de la OMC: “Article 23 1. When
Members seek the redress of a violation of obligations or other nullification or impairment of
benefits under the covered agreements or an impediment to the attainment of any objective of
the covered agreements, they shall have recourse to, and abide by, the rules and procedures
of this Understanding”.

18 Ibidem, pp. 6-8.



nes comerciales que deben ser aprobadas por el Órgano de Solución de Di-
ferencias en un plazo de 30 días siguientes a la expiración del “plazo
prudencial” que se da al demandado para que cumpla.

Por último, mencionaremos también a la Organización Mundial de la Sa-
lud (OMS), organismo intergubernamental de carácter internacional que de-
sempeña funciones diversas en materia de salud a nivel mundial, tales
como las siguientes: enfrentar crisis sanitarias mundiales; servir de marco
para la adopción de tratados y convenciones en materia de salud; influir en
la agenda internacional en la materia; generar consensos acerca de cómo
resolver problemas de salud a nivel mundial.19 Además, la OMS funciona
también como una agencia regulatoria a nivel mundial, con poderes norma-
tivos delegados por los gobiernos nacionales. De hecho, el artículos 21 de
la Constitución de la OMS otorga a la “Asamblea de la Salud” el poder
adoptar reglamentos referentes a:

a) requisitos sanitarios y de cuarentena y otros procedimientos destinados a
prevenir la propagación internacional de enfermedades;

b) nomenclaturas de enfermedades, causas de muerte y prácticas de salubri-
dad pública;

c) normas uniformes sobre procedimientos de diagnóstico de uso interna-
cional;

d) normas uniformes sobre la seguridad, pureza y potencia de productos
biológicos, farmacéuticos y similares de comercio internacional;

e) propaganda y rotulación de productos biológicos, farmacéuticos y simila-
res de comercio internacional.20

A pesar de este poder, refiere Esty que la OMS no suele utilizarlo, prefi-
riendo en cambio la adopción de resoluciones no vinculantes (soft law), lo
cual es un reflejo de la preocupación de los administradores de la organiza-
ción sobre la dificultad de ordenar acciones específicas, así como de los
problemas de legitimidad de un papel agresivo de la OMS en la gobernanza
global.21

Sin embargo, en algunos casos los Estados le han cedido a la OMS el
papel de líder, en razón de su capacidad técnica y científica. Así sucedió,
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19 Ver Esty, Daniel, “Good Governance at the Supranacional Scale: Globalizing Administra-
tive Law”, The Yale Law Journal, May 2006, vol. 115, no. 7, p. 1550.

20 Es de notarse, además, que el artículo 22 de la propia Constitución de la OMS establece
que: “Estas reglamentaciones entrarán en vigor para todos los Miembros después de que se
haya dado el debido aviso de su adopción por la Asamblea de la Salud, excepto para aquellos
Miembros que comuniquen al Director General que las rechazan o hacen reservas dentro del
periodo fijado en el aviso”.

21 Ibidem, p. 1551.



por ejemplo, en la crisis relacionada con el Síndrome Respiratorio Agudo
Severo (Severe Acute Respiratory Síndrome o SARS) originada en China
pero rápidamente propagada a diversos países del orbe entre 2002 y
2003. Ante este problema, la OMS aprobó orientaciones y recomendacio-
nes sobre seguridad, alertas, asesorías de investigación, evaluaciones de
riesgo, orientaciones epidemiológicas, asesoría para realizar pruebas de la-
boratorio, y orientación en materia de inmigración y de organización de
reuniones públicas.22 Lo mismo ha ocurrido en el caso de la emergencia
sanitaria que ha vivido México desde abril de 2009, con la llamada “in-
fluenza H1N1”.

Pero más allá de las decisiones vinculantes, organismos interguberna-
mentales como los arriba referidos, y muchos otros más, están involucra-
dos en la adopción de declaraciones y cartas adoptadas por consenso, y
que constituyen lo que se denomina “soft law”. No es este el lugar para
hacer un análisis exhaustivo del llamado “derecho blando” o “soft law”.23

Por ahora, baste mencionar que, asociado a la literatura sobre la gobernan-
za global, suele aparecer, cada vez con mayor intensidad, referencias a
una serie de instrumentos normativos que se han identificado con el nom-
bre de “soft law”, caracterizados por su falta de obligatoriedad, uniformi-
dad, justiciabilidad, sanciones y de estructuras de ejecución. Se trata de
instrumentos de diverso tipo que, sin embargo, comparten, al menos, un
punto en común: tienen un contenido normativo, si bien formalmente no
son vinculantes, aunque pueden tener relevancia jurídica y, por tanto, pro-
ducir efectos prácticos.24 Este tipo de normas tienen cada vez una mayor
importancia en la gobernanza global (y en la gobernanza doméstica).

Finalmente, hemos de decir que sea con respecto al “derecho blando” o
al “derecho duro”, y como señala Delbrück, un gran número de instancias
en que el derecho doméstico parece ser genuinamente elaborado “en casa”,
de hecho no es sino una normativa diseñada “afuera” a nivel de organismos
internacionales de carácter intergubernamental, por parte de equipos de ad-
ministradores y servidores públicos nacionales e internacionales.25
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22 Idem.
23 Para una revisión amplia y detallada de este debate, se puede consultar al Toro Huerta,

Mario Iván del, “El Fenómeno del Soft Law y las Nuevas Perspectivas del Derecho Internacio-
nal”, Aunario Mexicano de Derecho Internacional, vol. VI, 2006, pp. 513-549.

24 Trubek, D., Cottrell, P., y Nance, M., “’Soft Law’, ‘Hard Law’, and European Integration:
Toward a Theory of Hybridity”, Jean Monnet Working Paper 02/05, Jean Monnet Program,
NWY School of Law, New York, 2005, p. 5.

25 “This is particularly true in the case of so-called framework conventions that are conti-
nuously amended according to the standards of expert knowledge, as either Protocols to con-
ventions, or as recommendations that in turn are often implemented on the domestic level,
through executive orders or other regulatory means, below the level of parliamentary legisla-



IV. COOPERACIÓN TRANSGUBERNAMENTAL

Otro mecanismo que ha sido identificado como alternativa para contribuir
a la gobernanza global es lo que se ha denominado redes transgubernamen-

tales. Slaughter explica este concepto de la siguiente manera: los Estados
nacionales, en lugar de desaparecer, se están desagregando en partes sepa-
radas y funcionalmente distintas. Estas partes, tales como tribunales, agen-
cias de regulación, ejecutivos y hasta legislativos, están entrando en redes
con sus contrapartes del exterior, creando una densa ramificación de rela-
ciones que constituyen un nuevo orden “transgubernamental”. Slaughter
emplea el término de orden transgubernamental como una opción que ha
empezado a surgir para el manejo y tratamiento de problemas internaciona-
les.26

Para esta autora, como ya referimos, el fenómeno “transgubernamental”
ofrece mejores perspectivas que otras opciones de “gobernanza internacio-
nal”27 (por ejemplo, a través de burocracias internacionales), en términos
de eficacia y rendición de cuentas. Esto es así puesto que, por un lado,
aprovecha las estructuras, la experiencia, las burocracias, las agencias pú-
blicas existentes en los Estados, si bien bajo un esquema complejo de inte-
racciones entre actores estatales adscritos a diversos Estados; y por otro
lado deja abierta la posibilidad de control de las instituciones gubernamen-
tales por parte de los ciudadanos nacionales, a través de los mecanismos
tradicionales de control y rendición de cuentas.28
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tion, thereby bypassing the national legislative process.” Delbrück, Jost, “Exercising Public
Authority Beyond the State: Transnational Democracy and/or Alternative Legitimation Strate-
gies?, Indiana Journal of Global Legal Studies, vol. 10, no. 29, 2003, pp. 29-30

26 “Disaggregating the state into its functional components makes it possible to create net-
works of institutions engaged in a common enterprise even as they represent distinct national
interests. Moreover, they can work with their subnational and supranational counterparts,
creating a genuinely new world order in which networked institutions perform the functions of
a world government— legislation, administration, and adjudication— without the form.”
Slaughter, Anne-Marie, “The Real New World Order”, Foreign Affairs, vol. 76, no. 5, 1997,
pp. 183-184 y 195.

27 El concepto de “gobernanza internacional”…. Presupone que hay una serie de temas y
problemas que no pueden ser eficazmente resueltos o regulados por los Estados-nacionales,
en razón de que trascienden las fronteras de éstos individualmente considerados (terrorismo,
medio ambiente, evasión fiscal, inmigración). Por ello, se requieren de mecanismos transna-
cionales (transestatales?) de resolución o regulación.

28 “Transgovernmentalism offers answers to the most important challenges facing advan-
ced industrial countries: loss of regulatory power with economic globalization, perceptions of
a “democratic deficit” as international institutions step in to fill the regulatory gap, and the dif-
ficulties of engaging non-democratic states”. Ibidem, p. 197.



En lo jurídico, Abbot y Snidal se refieren al cada vez más relevante soft

law creado por instituciones “transgubernamentales”, como ejemplo el
producido por el Comité de Basilea que agrupa a bancos centrales,29 cuyos
participantes no representan a los Estados en cuanto tales, sino más bien
a agencias individuales dentro de los Estados.30

De particular importancia para nuestro estudio resulta el concepto desa-
rrollado por Slaughter, sobre el fenómeno “transgubernamental” aplicado a
los poderes judiciales. El concepto que emplea es el de “política exterior
judicial”. En este sentido, afirma que:

Los jueces están construyendo una comunidad jurídica global. Ellos comparten
valores e intereses basados en su creencia en el derecho como algo distinto
pero no divorciado de la política y su visión de sí mismos como profesionales
que deben estar aislados de la influencia política directa. En el mejor de los ca-
sos, esta comunidad global recuerda a cada participante que su desempeño pro-
fesional está siendo monitoreado y apoyado por una audiencia más amplia.31

Esta comunidad implica una serie de mecanismos informales y formales
que han incrementado el contacto entre jueces de muchos países; meca-
nismos que van desde la forma más elemental, es decir, el conocimiento
de las decisiones judiciales de órganos judiciales extranjeros e internacio-
nales; hasta formas más sofisticadas de cooperación e interacción entre
tribunales nacionales y tribunales internacionales.32

Asimismo, cita Slaughter nuevas formas de promoción del contacto en-
tre jueces a nivel internacional, tal como la Organización de Cortes Supre-
mas en las Américas, creada en 1995, como otro ejemplo más de una
“política exterior judicial”, producto de la iniciativa y el impulso de los po-
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29 El Comité de Basilea, creado en 1975, agrupa a los los gobernadores de los bancos cen-
trales de Alemania, Bélgica, Canadá, España, EE. UU., Francia, Italia, Japón, Luxemburgo, Ho-
landa, el Reino Unido, Suecia y Suiza. Su función principal es el fortalecimiento de la solidez de
los sistemas financieros, a partir de un objetivo primordial: dictar recomendaciones dirigidas a
las autoridades financieras de los países del mundo, a efecto de que establezcan un capital mí-
nimo que debía tener una entidad bancaria en función de los riesgos que afrontaba. Asimismo,
el Comité ha evolucionado para convertirse en un foro de discusión para fomentar la mejora y
la convergencia de las prácticas y normativas de supervisión bancaria, buscando perfeccionar
las herramientas de fiscalización internacional, a través de acercamientos y de estándares co-
munes.

30 Abbott, K. y Snidal, D., “Hard and Soft Law in International Governance”, International

Organization, vol. 53, no. 3, Summer, 2000, p. 452.
31 Slaughter, Anne-Marie, “The Real New World Order”, Foreign Affairs, vol. 76, no. 5,

1997, p. 186.
32 Como en el caso de temas en los que hay un empalme entre derecho europeo y derecho

nacional, respecto de los cuales el Tribunal Europeo de Justicia y los tribunales nacionales eu-
ropeos deben actuar de manera coordinada.



deres judiciales del hemisferio.33 El resultado final de este proceso no habrá
de ser un sistema unificado de tribunales a nivel mundial, que en la cima
tenga una especie de Tribunal Mundial. A diferencia de ello:

La comunidad jurídica global emergente a partir de redes de poderes judiciales
habrá más bien de incluir muchos sistemas jurídicos, cada uno establecido en
un estado o región específicos. Ninguna corte suprema podría establecer reglas
globales definitivas. Los tribunales nacionales habrán de interactuar entre sí y
con tribunales supranacionales en forma tal que puedan acomodarse las dife-
rencias, así como reconocer y reforzar los valores comunes.34

V. REDES TRANSNACIONALES DE ACTORES PRIVADOS

Diversos autores han identificado la influencia que tienen actores no-es-
tatales en la producción de normas que contribuyen a la gobernanza glo-
bal. Tal es el caso del estudio de Virginia Haufler, quien muestra la forma
en que las empresas, como una respuesta a la globalización de la actividad
económica y la ausencia de un gobierno a nivel global, cooperan a través
de las fronteras nacionales para establecer “regímenes internacionales” del
sector privado para incrementar su eficiencia, estabilidad y poder. Así,
esta autora da ejemplos de estandarización de productos, el establecimien-
to de “códigos de conducta” en áreas de interés social y de seguridad de
las transacciones y de la información.35 En su explicación, estos regímenes
son legitimados por las autoridades públicas en razón de limitaciones pre-
supuestales, falta de capacidades en vista de complejos desarrollos tecno-
lógicos, compromiso ideológico, la dificultad de negociar acuerdos interna-
cionales o por simple descuido. El establecimiento de estos regímenes
suele requerir negociaciones entre compañías, gobiernos y ONGs, lo cual
indica el grado en que la gobernanza global hoy día es compartida y multi-
facética —afirma Haufler— habiendo una variedad de actores que desem-
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33 Ibidem, p. 189.
34 Idem.
35 El caso de Organización Internacional para la Normalización (ISO) merece ser mencionado

en este punto, pues se trata de una organización internacional no gubernamental, generadora
de normas internacionales de fabricación, comercio y comunicación para la mayoría de las ra-
mas industriales, buscando la estandarización de normas de productos y seguridad para las
empresas u organizaciones a nivel internacional. A pesar de que sus normas no son vinculan-
tes, su influencia en los Estados y en las conductas de las personas que actúan dentro de los
estados es cada vez mayor.



peñan un papel cada vez más importante, además de los Estados.36 En
este sentido, afirma la autora lo siguiente:

Los regímenes internacionales privados gobiernan amplias áreas de comercio in-
ternacional, operando tanto dentro como a través de líneas industriales. Ellos in-
corporan normas informales sobre conducta en los negocios, y también propor-
cionan reglas explícitas, procedimientos de toma de decisiones y mecanismos
de ejecución informales y formales. Los regímenes internacionales privados fre-
cuentemente se basan en asociaciones transnacionales de empresarios, tales
como asociaciones de industria y comercio, grupos de comercio de carácter
técnico, y organizaciones empresariales de lobbying, que representan los intere-
ses de un grupo de empresas que negocian sobre temas de interés común, y es-
tablecen un marco de reglas, estándares y mejores prácticas que guían la con-
ducta de los participantes. El régimen en su conjunto puede consistir en
múltiples asociaciones de comercio y organizaciones empresariales, y las fron-
teras del régimen pueden no ser distintivas.37

Como lo explica Haufler, no es que estos regímenes internacionales pri-
vados se conformen completamente desvinculados de los gobiernos de
los Estados nacionales. En realidad, sugiere, dichos regímenes presupo-
nen funciones mínimas de gobierno, que establezcan ciertas “reglas del
juego” y les apoyen en caso necesario con el Poder Judicial y el poder
coactivo, que no existen a nivel internacional. No obstante, los gobiernos
dejan margen para que los actores privados que establecen reglas, están-
dares y mecanismos de resolución de disputas en áreas económicas.38
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36 Haufler, Virginia, “Private Sector International Regimes”, en Higgott, Richard et al
(Co-eds.), Non-state actors and Authority in the global system, Routledge, Londres, 2000, pp.
121- 134. Por otro lado, el concepto de “régimen internacional” adoptado por Haufler es to-
mado de Krasner, quien define a los regímenes internacionales como conjuntos de principios,
normas, reglas y procedimientos de toma de decisiones, implícitos o explícitos, alrededor de
los cuales las expectativas de los actores convergen en un área determinada de las relaciones
internacionales. Krasner, Stephen, “Structural causes and regime consequences: regimes as
intervening variables”, en Krasner, Stephen D., (ed.), International Regimes, Cornell Univer-
sity Press, EUA, 1983, p. 2.

37 Haufler, op. cit., p. 123.
38 “A pesar de todas estas razones por las que los gobiernos no actúan, sabemos que de he-

cho los gobiernos frecuentemente sí actúan, e incluso actúan colectivamente con otros go-
biernos para establecer y ejecutar el derecho internacionalmente. Pocos regímenes internacio-
nales privados son completamente autónomos respecto de la autoridad pública. En muchos
casos, la gobernanza en un área puede ser delegada a asociaciones empresariales por agen-
cias oficiales, domésticas e internacionales, con los gobiernos apoyándolas con su capacidad
de aplicación. En otros casos, los regímenes privados pueden estar entramados con regímenes
públicos más amplios. Esto puede hacer muy difícil descubrir todos los niveles y variedades de
gobernanza operativa actualmente a nivel global.”, Haufler, p. 126.



Así se ha argumentado que sucede, por ejemplo, en el caso de la llamada
lex mercatoria.39

Por último, señala la autora que la existencia de regímenes internaciona-
les privados debe abrir preguntas sobre la legitimidad de sus objetivos, la
rendición de cuentas de sus procesos de toma de decisiones y los efectos
distributivos del régimen mismo.40 Ello es así —puede inferirse— en razón
de que dichos regímenes regulan ámbitos que típicamente han correspon-
dido a la potestad reguladora de agentes estatales (mismos que también,
típicamente en el Estado constitucional de derecho, han estado sujetos a
normas que garanticen su legitimidad y rendición de cuentas).

VI. ORGANIZACIONES NO-GUBERNAMENTALES

Desde el punto de vista de la producción de hard law y soft law a nivel
internacional, vale la pena mencionar el papel relevante que ahora desem-
peñan algunas organizaciones no-gubernamentales de carácter internacio-
nal (ONGs).

Desde la perspectiva de las ONGs, Keck y Sikkink sostienen que al lado
de los Estados, muchos actores no estatales actúan entre sí y con los Es-
tados y organizaciones internacionales, interacciones que se estructuran a
manera de redes transnacionales que cada vez son más visibles a nivel de
la política internacional. Hay distintos tipos de redes, según el tipo de acti-
vidad o interés de los participantes. Sin embargo, estas autoras estudian
un tipo de red en particular que denominan redes transnacionales de de-

fensa, mismas que multiplican los canales de acceso al sistema internacio-
nal; y borran las fronteras entre las relaciones del Estado con sus propios
nacionales y la capacidad que tienen tanto ciudadanos como Estado de re-
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39 Silva sostiene lo siguiente: “Ya se ha explicado que el Estado deja un regular margen de li-
bertad a los comerciantes para contratar y realizar sus transacciones, incluso, para adoptar o
incorporar un ordenamiento creado por un grupo de particulares. El derecho estatal de nuestra
época facilita o respeta la actividad internacional, procura evitar estropearla, incluso, auxilia a
la coordinación y armonización, no sólo del comercio internacional, sino también del derecho
estatal. Para esto, el derecho estatal no prescribe que sólo los legisladores estatales son los
creadores de los textos normativos, sino que admite que los comerciantes puedan elegir, den-
tro de la normatividad dispositiva, sus propias reglas para resolver sus controversias o para re-
gular sus contratos. Esto significa que la autonomía de la voluntad estatal admite los acuerdos
en los que cabe la lex mercatoria”…”La fuente de la lex mercatoria no está fuera del derecho
estatal, sino que depende de éste.” Silva, Jorge Alberto, “Resurgimiento de la Lex Mercatoria:
La Regulación de las Relaciones Comerciales Internacionales”, en Silva, Jorge Alberto
(coord.), Estudios sobre lex mercatoria, UNAM, México, 2006, pp. 278-279.

40 Ibidem pp. 132-133.



currir al sistema internacional. Con ello, afirman estas autoras, las redes
transnacionales de defensa (RTD) ayudan a transformar la práctica de la
soberanía nacional.41

Las RTD se integran con aquellos actores relevantes que trabajan inter-
nacionalmente en un tema, que están unidos por valores compartidos, por
un discurso común, y por intercambios muy densos de información y servi-
cios. Lo que es novel en estas redes es la habilidad de actores internacio-
nales no-tradicionales de movilizar información de manera estratégica para
ayudar a crear nuevos temas y categorías y para persuadir, presionar, ga-
nar influencia sobre organizaciones más poderosas y sobre los gobiernos.
En el centro está el intercambio de información, así como la promoción de
nuevas normas, monitoreo de su implementación y cumplimiento de los
estándares internacionales, así como el ejercicio de presión sobre otros ac-
tores para que adopten nuevas políticas y normas.42

De manera análoga a las RTD, resulta pertinente señalar que desde
tiempos relativamente recientes se viene discutiendo acerca de la emer-
gencia de redes globales de políticas públicas (global public policy net-

works), para referirse a las interacciones que se dan a escala transnacio-
nal entre el sector público (nacional, regional, local y también grupos
inter-gubernamentales), el sector privado y grupos de la sociedad civil.43

De esta manera, autores como Witte y otros han señalado que los gobier-
nos y las organizaciones internacionales intergubernamentales no pueden
por si solos resolver temas y problemas de alcance global (hablan de las
“fallas” e “insuficiencias” del multilateralismo). A su vez, argumentan que
las llamadas redes de políticas públicas globales son una posible respuesta
al creciente vacío organizacional al nivel global. Estas redes son capaces
de poner juntos a actores públicos y privados, nacionales e internaciona-
les, actores sociales, ONG´s, para tratar temas y generar soluciones, a lo
largo del ciclo de políticas. Se trata de sistemas horizontales de gobernan-
za, cuya fuerza está en su diversidad, y no en la uniformidad.44

Por otra parte, y en apoyo de la idea de las redes de políticas públicas
globales, se han producido estudios como el de Susanne Jakobsen, quien
explica cómo es que la “política ambientalista global” (GEP, por su siglas
en inglés) es producto de múltiples interacciones entre intereses estatales
y no estatales en el nivel doméstico y transnacional, para dar forma a las
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41 Keck, Margaret y Sikkink, Katharyn, Activists Beyond Borders: Advocacy Networks in

Internacional Politics, Ithaca, Cornell University Press, 1998, pp. 1-2.
42 Ibidem, p. 2.
43 Ver, por ejemplo, Witte, Jan Martin et al., “Beyond Multilateralism: Global Public Policy

Networks”, Politik und Gesellschaft, No. 2, 2000, p. 178.
44 Ibidem, pp. 176-179.



posiciones presentadas a nivel intergubernamental en la mesa de negocia-
ciones. En su estudio, esta autora examina la elaboración de las políticas
ambientalistas en Brasil e India entre 1988 y 1997. Pone el acento en el
papel que han jugado actores no-estatales, en establecer la agenda, selec-
cionar los temas y “dar color” al discurso intergubernamental en las nego-
ciaciones.45

VII. CONCLUSIÓN

El escenario presentado a lo largo de las páginas anteriores nos obliga a
intentar una interpretación, si no es que un diagnóstico, desde la perspec-
tiva del derecho público. Esto es así, en razón de que ante dicho escenario
se ven afectados ciertos presupuestos que el derecho público tenía plena-
mente resueltos dentro de su esquema tradicional: ¿quién crea el dere-
cho?: el Estado; ¿dónde ocurre la política?: en el Estado; ¿quién resuelve
las disputas jurídicas?: el Estado. Sin embargo, la explicación que hemos
desarrollado en este trabajo arroja ciertos indicios que inducen revisar (por
decir lo menos), los esquemas conceptuales tradicionales.

Una opción de interpretación (una hipótesis), es la que ofrece Picciotto,
quien habla de la globalización, la gobernanza y su efecto en la “fragmen-
tación de la esfera pública”, en el siguiente sentido:

En particular, en lugar de gobierno centralizado primariamente por medio de es-
tados nacionales, nos hemos movido a formas delegadas de gobernanza ope-
rando en niveles dentro y a través de estados…

…por el término fragmentación, quisiera sugerir un proceso competido de de-
sestabilización y reestructuración, que implica la búsqueda de nuevas formas
de síntesis entre aspectos económicos y políticos de las relaciones sociales, y
no una tendencia determinista de presiones económicas de un mercado mundial
pre-existente que debilite lo que de otra forma serían estructuras políticas esta-
bles. De hecho, las actividades económicas están profundamente enraizadas en
prácticas sociales, culturales y normativas…

…De manera más amplia, si la globalización implica un proceso de fragmen-
tación de la esfera pública, debe haber preocupación sobre sus efectos en las
instituciones de la democracia liberal.46
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45 Jakobsen, Susanne, “Transnational environmental groups, media, science and public
sentiment(s) in domestic policy-making on climate change”, en Higgott, Richard et al coeds.),
Non-state actors and Authority in the global system, Routledge, Londres, 2000, p. 285.

46 Picciotto, Sol, “Fragmented States and International Rules of Law”, Social and Legal Stu-

dies, vol. 6, no. 2, Junio 1997, pp. 261-262.



Ahora bien, si en verdad estamos ante lo que puede llamarse una espe-
cie de reconfiguración de la esfera de “lo público” y del “poder”, resulta
pertinente plantear una serie de interrogantes sobre la adecuación del de-
recho a las nuevas circunstancias desde la perspectiva del derecho públi-
co, tanto administrativo como constitucional.

Esto es así debido a que a nivel interno el derecho público ha cumplido
diversas funciones como conformador, legitimador y controlador del ejer-
cicio del poder. Sin embargo, el paradigma tradicional y aún dominante li-
mita el alcance de dichas funciones al ámbito de las instituciones estata-
les.

El hecho de que en la era de la llamada globalización el poder se está re-
configurado o, en otras palabras, que de alguna forma se está relocalizan-

do, de manera tal que se le puede encontrar no nada más en el Estado
sino en otras instancias, invita (exige) a hacer una revisión del paradigma
dominante.

Para Picciotto la fragmentación interna del Estado liberal ha ido acompa-
ñada de una cada vez más densa red de acuerdos de coordinación interna-
cionales entre Estados, lo cual no significa el colapso del Estado sino que
son dos lados de un mismo proceso. A nivel internacional, espacios antes
ocupados solo por agentes del Estado ahora son ocupados también por ac-
tivistas y ONGs que pueden no tener gran poder, pero ejercen gran influen-
cia y forman parte importante de la gobernanza global. Picciotto concluye:
el efecto general es una dispersión de la política lejos de los canales cen-
tralizadores que llevan al estado, y en una variedad de arenas funcionales
específicas, lo cual no significa que el estado desaparezca, sino que se
está reinventando.47

Ahora bien, desde la perspectiva del derecho administrativo, ya hay un
importante enfoque que lleva tiempo reflexionando sobre estos nuevos fe-
nómenos. Por ejemplo, Kingsbury, Krisch y Stewart explican la necesidad
del surgimiento de lo que denominan el “derecho administrativo global”, en
función del vasto incremento del alcance y formas de la regulación trans-
gubernamental y de la administración diseñada para enfrentar las conse-
cuencias de la interdependencia globalizada en diversas áreas (seguridad,
desarrollo, finanzas, protección ambiental, regulación bancaria y financie-
ra, telecomunicaciones, comercio de productos y servicios, propiedad inte-
lectual, etcétera).48
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47 Ibid., pp. 272-273.
48 Kingsbury, B., Krisch, N., y Stewart, R., “The Emergence of Global Administrative Law”,
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El centro de la atención de este tipo de análisis está conformado por
toda una red de organizaciones internacionales y grupos informales que
desempeñan funciones administrativas y reguladoras, pero que no están
sujetos directamente a las normas y controles que encauzan y limitan a la
administración pública estatal. Asimismo, las regulaciones derivadas de di-
chas organizaciones y grupos tienen cada vez más la posibilidad de ser
aplicadas directamente a diversos actores dentro de los Estados, y de inci-
dir de distintas maneras sobre su esfera jurídica.

Ante esta situación, el enfoque del “derecho administrativo global” bus-
ca desarrollar un marco conceptual que permita la rendición de cuentas de
dicha “administración global”, en particular asegurándose de que cumplan
con los estándares adecuados de transparencia, participación, toma de de-
cisiones razonada y legalidad, y promoviendo la efectiva evaluación de las
normas y decisiones que crean.

Por su parte, desde la perspectiva del derecho constitucional también se
ha desarrollado una serie de enfoques que ponen en cuestión el paradigma
dominante sobre la relación Estado-Derecho-Constitución, para tratar de
explicar una serie de fenómenos nuevos, así como para intentar sentar las
bases de argumentos normativos acerca de cómo debe replantearse el
constitucionalismo para seguir cumpliendo la función de controlar el poder
en la era de la globalización.49

En resumidas cuentas, lo que buscan estos enfoques es explorar la posi-
bilidad de extender el dominio “propio” y “adecuado” del constitucionalis-
mo, más allá del Estado. A su vez, esta búsqueda abre toda una agenda
de investigación que ocupa ya a los juristas, preocupados por reconcep-
tualizar “lo constitucional”, en el contexto de la llamada “gobernanza mul-
tinivel”.
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49 En esta línea se ubica, por ejemplo, el trabajo de Walker, Niel, “Taking Constitutionalism
Beyond the State”, Political Studies, vol. 56, 2008.


